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Dimensiones para la evaluación 
de los sistemas de justicia

La evaluación, como una actividad para la identificación de distintos atributos de un objeto, se ha estu-
diado como una de las etapas del proceso de políticas públicas (Lasswell, 1970). Durante las últimas 
décadas, ha recibido importante atención en el campo de las ciencias sociales, el desarrollo de metodolo-
gías y herramientas para valorar múltiples dimensiones de programas y políticas. Sin embargo, materias 
como la justicia han sido poco exploradas en términos de cómo la evaluación puede contribuir a mejorar 
estos procesos. Por esta razón, este documento presenta algunas de las discusiones más relevantes de la 
literatura especializada sobre la evaluación de los sistemas de justicia. 

Reflexionar sobre este tema es relevante en la coyuntura actual en donde el Senado de la República prevé 
discutir un conjunto de iniciativas dirigidas a reformar el Poder Judicial. Aunado al hecho de que posi-
blemente estas iniciativas se concreten en modificaciones a los procedimientos establecidos, vale la pena 
incorporar a la discusión la forma en la cual se prevé valorar la efectividad de estas reformas. Lo que 
parece necesario subrayar es que, por una parte, existe una percepción generalizada en el país de que el 
funcionamiento del sistema de justicia es deficiente1; sin embargo, se requiere evidencia más específica 
sobre qué aspectos funcionan o no y qué ajustes se requieren. De lo contrario, podría correrse el riesgo 
de implementar cambios cuyo efecto no es claro y sobre los cuales tampoco exista evidencia de su efecti-
vidad. Ante la potencial reforma al sistema de justicia, por tanto, aludir sus distintas dimensiones puede 
dar luz sobre el alcance que deberán tener los instrumentos de monitoreo y evaluación que acompañen su 
implementación.

El documento se divide en tres apartados. El primero es un marco teórico sobre los criterios de evaluación 
predominantes en los sistemas de justicia. El segundo se centra en las metodologías identificadas para 
la evaluación de los sistemas de justicia. El tercero es un apartado de reflexiones finales en torno al caso 
de México.

1 Al respecto, es útil referirse a los resultados de México en el Latinobarómetro en donde existe poca confianza en el 
Poder Judicial, por ejemplo en la edición de 2018, se reportó que el 73% de los encuestados dijeron tener poca o ninguna 
confianza en esta institución.
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La evaluación puede verse como una actividad 
que “conlleva la valoración sistemática del 
diseño, implementación y resultados de una 
intervención” (Hunter, 2013: 14). Para autores 
como Picciotto, la evaluación está orientada a 
generar evidencia a través de métodos válidos 
y justos sobre una política o un programa 
(2005). Así, existen distintos propósitos de la 
evaluación que determinan la utilidad de esta 
actividad dentro de la esfera de lo público. En 
línea con esto, Gris Legorreta (2015: 61) iden-
tifica cuatro propósitos principales:

Como una herramienta dirigida a identificar el 
valor o mérito de una política;

Como un mecanismo para obtener informa-
ción confiable que pueda utilizarse en la toma 
de decisiones;

Como un instrumento para observar los efectos 
de una intervención pública; y

Como una revisión del logro de las metas 
planteadas por los programas públicos.

Por tanto, un elemento central de la evaluación 
consiste en identificar su objetivo y, como conse-
cuencia, el conjunto de criterios que guiarán 
el análisis (Guerrero, 1999). Son precisamente 
estos criterios los que determinan el enfoque y 
las características que tendrá una evaluación. 
Esto significa que la definición de estos crite-
rios tendrá un efecto en las decisiones que se 
tomen respecto de la realización de una evalua-
ción (Vartiainen, 2002).

Existen en la literatura distintas discusiones 
sobre qué dimensiones de los sistemas de justicia 
deben guiar su evaluación. Toharia (2002), por 
ejemplo, enfoca la atención en aspectos como 
la eficiencia y la legitimidad. En este sentido, 
el desempeño de quienes están involucrados 
en el sistema de justicia es medido en función 
de estos criterios. No obstante, existen otros 
autores que valoran la justicia en términos de 
calidad (CEPEJ, 2016). Desde la sociedad civil, 
por ejemplo, el énfasis se ha centrado en valorar 
el acceso efectivo a la justicia (OCDE y Open 
Society, 2016). 

Como es posible observar, dependiendo del 
criterio que se adopte será el enfoque que 
tendrá la evaluación. Para el propósito de este 
texto, la revisión se centra en cuatro dimen-
siones de la justicia: acceso, eficiencia, calidad 
y legitimidad.

a) Eficiencia: La medición de la eficiencia dentro 
del ámbito de un sistema de justicia puede 
conceptualizarse a partir de distintas variables. 
Por ejemplo, esta dimensión puede medirse a 
partir de dos criterios principales:

• El grado de rapidez y diligencia en la trami-
tación de los asuntos (es decir, su eficacia), y

• El grado de efectividad real, a efectos prác-
ticos, de la sentencia emitida, es decir, 
del grado en que las decisiones judiciales 
logran ser adecuada y puntualmente ejecu-
tadas (Toharia, 2002: 226). 

La eficiencia, además, puede verse desde una 
perspectiva del bien que produce el sistema de 
justicia. Desde esta óptica, los factores involu-
crados en este proceso tales como el personal 
involucrado, su nivel de profesionalización, la 
distribución de las tareas, entre otros, tienen 
un efecto en la eficiencia que se observará 
(García-Rubio y Rosales-López, 2010). 

Un elemento importante que señalar respecto 
de la eficiencia judicial es su vínculo con la 
actividad económica, al favorecer las condi-
ciones para el desarrollo a partir de dotar a las 
instituciones de certeza en el cumplimiento de 
sus funciones (Fauvrelle y Almeida, 2016; Jin 
y Amaral-García, 2019). Un sistema judicial 
eficiente “que hace cumplir los contratos gene-
ralmente da lugar a mejorar el clima de inver-
sión de un país, reducir las tasas de interés 
y, por consiguiente, mejorar el desempeño 
económico de un país” (Laeven y Majnoni 
2005: 1792). La eficiencia judicial es vista, junto 
con el combate a la corrupción, como una de 
las áreas de reforma necesarias para generar 
condiciones de confianza que permitan una 
adecuada interacción entre distintos agentes 
(IMF, 2017).

1. LA EVALUACIÓN DE LOS SISTEMAS DE JUSTICIA
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Medir, por tanto, la eficiencia judicial contempla 
el análisis de distintas variables relacionadas 
con el proceso de impartición de justicia. Si bien 
existen distintas aproximaciones para moni-
torear la eficiencia judicial, muchos autores 
convergen en enfatizar variables como: la 
duración de los juicios, la tasa de resoluciones 
judiciales, el número de procesos por juez, el 
presupuesto asignado al sistema judicial, el 
número de jueces disponibles por cada 100 mil 
habitantes, entre otros (Jin y Amaral-García, 
2019). Existe, además, un fuerte vínculo entre 
la eficiencia y el desempeño general del sistema 
judicial por lo que muchas de las acciones en 
esta materia están orientadas a:

la estandarización y racionalización de los 
procesos en los juzgados a través de estrategias 
específicas que se enfoquen en la reducción de 
rezagos, la armonización de jurisprudencia 
y la incorporación de metodologías para la 
ponderación de casos (DMI, 2020). 

El conocimiento en esta materia también ha 
permitido la identificación de situaciones de 
ineficiencia dentro de un sistema de justicia, 
las cuales son producidas por diversos factores 
(figura 1).

b) Acceso: El nivel de acceso a la justicia consti-
tuye un elemento que es interesante evaluar a 
partir de analizar las condiciones para acercar 
la justicia de forma equitativa a la población. 
En este sentido, el acceso a la justicia puede 
entenderse como “el contexto social amplio 
del sistema de justicia, y las barreras sistemá-

ticas que enfrentan los distintos miembros 
de la comunidad” (ACLRC, 2020). Se concibe 
como un elemento sustantivo para garantizar 
que exista Estado de Derecho pues, además, las 
deficiencias en este rubro pueden tener conse-
cuencias adversas de gravedad en la vida de los 
ciudadanos (OGP, 2019). 

Figura 1. Principales causas de ineficiencia en la administración de justicia

Principales causas 
de ineficiencia en la 
administración de 

justicia

Ineficiencias 
derivadas del 

carácter "racional"de 
los sujetos involucra-
dos en la prestación 

del servicioy la 
rigidez del sistema 

de riesgos y 
recompensas.

Ineficiencias debido
 a fallos de 
información

Ineficiencias 
derivadas de la 

propia naturaleza 
monopolística del 

servicio

Ineficiencias 
derivadas del carácter 
de "bien público" del 
buen funcionamiento 

de los servicios.

Ineficiencias 
debidas a la impune 

dejación de 
responsabilidades.

Ineficiencias 
derivadas de la falta 
de profesionalidad 

de la gestión.
Ineficiencias 

derivadas de la no 
fijación de objetivos 
precisos o falta de 

horizonte.

Fuente: Elaboración propia con base en Huanca (1997: 125-126)
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En línea con lo anterior, resulta indispensable 
tomar en cuenta las brechas que pueden existir 
entre distintos grupos de la población, afec-
tando principalmente a aquéllos más vulne-
rables y dejándolos desprotegidos ante la ley 
(OCDE, 2016). Así, este tema se vincula con 

la idea de efectividad, es decir, la capacidad 
que tiene un sistema judicial de garantizar a 
los ciudadanos el acceso a la justicia. A partir 
de esto, se han identificado variables especí-
ficas para evaluar la efectividad del acceso a la 
justicia (figura 2).

En lo relativo al primer rubro (acceso efec-
tivo), las variables que identifica el Parla-
mento Europeo se refieren fundamentalmente 
a las condiciones estructurales del sistema de 
justicia y la forma en la que afectan su funcio-
namiento, por ejemplo, la falta o el exceso de 
procedimientos, cobertura reducida, bajo nivel 
de especialización, entre otras. En materia de 
costos, estos se vinculan con aspectos como el 
costo de la asesoría legal, así como la disponi-
bilidad y calidad de ésta. Por último, el acceso a 
un juicio justo y a garantías para que se ejecuten 
las sentencias son elementos que pueden 
verse afectados por rezagos en la atención de 
los asuntos, la duración de los procesos, la 
imparcialidad de jueces, entre otros (European 
Parliament, 2017). En línea con lo anterior, la 
OCDE identifica siete dimensiones del acceso a 
la justicia: “1) la sustancia de la ley, 2) la dispo-
nibilidad de instituciones de justicia formales 
o informales, 3) la calidad de las instituciones 
justicia formales o informales, 4) la disponi-
bilidad de asistencia legal, 5) la calidad de la 
asistencia legal, 6) la calidad de los resultados 
y 7) la capacidad legal y empoderamiento” 
(OCDE, 2019: 142). En términos generales, 

estas distintas dimensiones del acceso a la 
justicia pueden tener efectos diferenciados 
entre sectores de la población, generando los 
efectos más adversos en los ciudadanos más 
vulnerables (Abregú, 2000).

c) Calidad: La calidad de la justicia está estrecha-
mente relacionada con el acceso. Este vínculo 
se manifiesta a partir observar que un sistema 
judicial “permita que los ciudadanos reclamen 
sus derechos y reciban una sentencia justa, en 
tiempos y costos razonables” (Carboni, 2014: 
2). Un elemento inherente a la calidad tiene que 
ver con el proceso de selección de los jueces, así 
como su desempeño. Bencze y Kovács (2017), al 
estudiar el caso húngaro, señalan que la valora-
ción del desempeño de los jueces la realizan sus 
pares, lo cual excluye la percepción de los usua-
rios en este proceso. Las acciones dirigidas a 
incrementar la calidad de los sistemas judiciales 
se centran, por una parte, en promover condi-
ciones para que los juicios y, en consecuencia, 
las sentencias, se guíen por criterios razonados 
y justificados; mientras, por otra, que los servi-
cios provistos a los ciudadanos sean accesibles 
en términos de costos (Savella, 2006).

Figura 2. Variables para evaluar la efectividad en el acceso a la justicia

Acceso 
efectivo a la 

justicia

Costo de la 
justicia y 

asistencia 
legal

Acceso a un 
juicio justo y 
ejecución de 
sentencias

• Organización del sistema judicial
• Obstáculos legales y procedurales
• Obstáculos prácticos

• Costos de la justicia
• Asistencia legal

• Garantías del proceso
• Duración del proceso
• Ejecución de las sentencias

Fuente: Elaboración propia con base en European Parliament (2017).
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El enfoque de calidad involucra no sólo a los 
jueces, sino alude al funcionamiento del sistema 
judicial en general. El caso holandés, por 
ejemplo, contempla un sistema de monitoreo 
de calidad de los jueces centrado en valores 
como la imparcialidad, la integridad y el exper-
tise; mientras que, en lo concerniente al sistema 
judicial, desde una perspectiva organizacional, 
centra la valoración en aspectos como “el trata-
miento de litigantes y acusados, la coherencia 
de la jurisprudencia, y la rapidez y prontitud” 
(Dijkstra et al., 2017: 240).

En línea con esto, algunas herramientas dise-
ñadas para mejorar la calidad de los sistemas 
judiciales han identificado variables adicionales 
que pueden proveer información sobre las áreas 
que demandan atención. Un ejemplo es el Rova-
niemi Court of Appeal Quality Benchmark system, 
un mecanismo que se enfoca en seis rubros prin-
cipales: “1) el proceso; 2) la decisión; 3) el trato a 
los actores involucrados y al público; 4) la pron-
titud de los procedimientos; 5) la competencia 
y habilidades profesionales de los jueces y 6) 
la organización y administración de las senten-
cias” (Langbroek et al., 2017: 309).

d) Legitimidad: Esta dimensión de los sistemas 
de justicia está fuertemente vinculada con la 
idea de Estado de Derecho y la existencia de 
mecanismos de pesos y contrapresos. Desde 
esta óptica, la legitimidad en el ámbito judicial 
se traduce en que las decisiones tomadas en 
esta esfera sean aceptadas por la ciudadanía y 
que exista credibilidad en el proceso del que se 
derivaron (Barber et al., 2016). La legitimidad, 
de acuerdo con Jackson (2018) puede enten-
derse con base en tres dimensiones específicas: 
derecho al poder, autoridad para gobernar y 
motivación (tabla 1). Este mismo autor subraya 
la relevancia de dotar de legitimidad a las insti-
tuciones judiciales, dado que esto:

fortalece la motivación para (a) cumplir con 
las reglas y órdenes que emanan de la insti-
tución y (b) cooperan proactivamente con 
los objetivos de esa institución (por ejemplo, 
presentarse para denunciar delitos, propor-
cionar información a la policía, y dar evidencia 
en la corte).

En otras palabras, la legitimidad alude a la 
idea de que los individuos obedecen volunta-
riamente a las autoridades y, en consecuencia, 
su comportamiento se ciñe a las leyes y reglas 
que se han establecido (Levi et al., 2009). La 
legitimidad, por tanto, recae fuertemente en la 
relación entre la ciudadanía y las instituciones, 
en el vínculo de confianza que se establezca 
(Bergoglio, 2012). Desde la perspectiva de Land, 
la legitimidad de la justicia puede verse desde 
dos enfoques:

El primero es un enfoque sociológico o empí-
rico, que cuestiona si una institución es 
percibida como legítima para las audiencias 
relevantes. El segundo es un enfoque norma-
tivo, típicamente utilizado en filosofía y polí-
tica, que cuestiona si la institución de hecho 
posee autoridad justificada, en términos de ley 
o experiencia (Land, 2018: 85).

Esto pone de manifiesto, por una parte, que la 
ciudadanía tiene un rol importante en la cons-
trucción de la legitimidad de las instituciones de 
justicia; por otra, la robustez del marco norma-
tivo que regula un sistema judicial también 
abona a este rubro.  

En este sentido, tanto los procesos como los 
resultados que se derivan del sistema de justicia 
llevan implícita la necesidad de generar condi-
ciones para favorecer la consolidación de las 
instituciones encargadas de estas tareas. Sin 
embargo, las distintas conceptualizaciones 
sobre la legitimidad judicial incrementan la 
complejidad metodológica de su medición 
(Bassock, 2016), sobre este punto se profundi-
zará en la siguiente sección.
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Después de describir, de forma general, 
algunas de las variables que pueden guiar la 
evaluación de los sistemas de justicia resulta 
importante abordar algunos de los métodos 
que se han propuesto para medir estas varia-
bles, los cuales, no están exentos de limita-
ciones que deben tomarse en cuenta a la luz 
de la interpretación que se hace de los resul-
tados de una evaluación. En este sentido, esta 
sección describe algunas de estas herramientas 
con el propósito de proveer un marco de refe-
rencia sobre las metodologías para evaluar un 
elemento tan complejo como la justicia.

a) Acceso: La medición del nivel de acceso a la 
justicia se lleva a cabo, principalmente, a través 
del monitoreo de indicadores que permitan iden-
tificar la facilidad o dificultad que representa 
para distintos grupos de la población utilizar 
este tipo de servicios. Al respecto, un elemento 

importante sobre esta dimensión de la justicia es 
el énfasis que da a ciertos sectores poblacionales, 
por ejemplo, mujeres, población indígena, entre 
otros. Así, los indicadores relativos al acceso a 
la justicia pueden generar información acerca de 
las condiciones para proveer estos servicios, así 
como sobre la percepción de los usuarios acerca 
de estos (A2JBC Working Group, 2018).

De igual forma, a través de encuestas es posible 
obtener datos que permitan caracterizar el nivel 
de inaccesibilidad a la justicia que pueden 
enfrentar distintas personas. Un ejemplo de esto 
es el módulo de acceso a la justicia del World 
Justice Project Survey.2 Dicho módulo describe al 
encuestado una serie de problemas y conflictos 
relacionados con actividades de la vida diaria 
con el propósito de que éste identifique si en 
algún momento en los últimos dos años los ha 
experimentado (ver tabla 2).

Dimensión Descripción

Derecho al poder
Los ciudadanos aceptan o rechazan el reclamo de poseer legítima-
mente el poder, según el juicio general sobre la adecuación normativa 
de la institución.

Autoridad para 
gobernar

Los ciudadanos internalizan el deber normativo de obedecer las 
órdenes,normas y leyes relacionadas con una institución de justicia 
que consideren apropiadas.

Motivación La legitimidad influye en el comportamiento a través del fortaleci-
miento de deberes positivos y negativos y obligaciones.

Fuente: Elaboración propia con base en Jackson (2018: 17.3 y 17.4).

Tabla 1. Dimensiones de la legitimidad

2. APUNTES METODOLÓGICOS PARA LA EVALUACIÓN DE SISTEMAS DE JUSTICIA

Descripción del tipo de problema Respuesta

Divorcio o separación Sí/No

Dificultades para obtener pagos de manutención infantil Sí/No

Dificultades para realizar pagos de manutención infantil Sí/No

Disputa sobre custodia o visitas a menores Sí/No
Fuente: 2019 General Population Poll – World Justice Project Survey (traducción propia).

2 Esta encuesta forma parte del World Justice Project Rule of Law Index, el cual está orientado a obtener información —a nivel 
mundial— acerca del estado de derecho en 128 países. Para este propósito se llevan a cabo encuestas, tanto en hogares 
como a individuos (abogados, expertos) sobre distintos temas, incluyendo el acceso a la justicia. Para mayor detalle ver: 
World Justice Project Rule of Law Index, disponible en https://bit.ly/39kTfRc

Tabla 2. Ejemplo de reactivos del módulo sobre acceso a la justicia 
del World Justice Project Survey
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A partir de la utilización de encuestas y, en 
consecuencia, de los datos que de estas se 
deriven, una práctica recurrente es la construc-
ción de índices cuya finalidad es medir —con 
base en múltiples variables— el nivel de acceso 
a la justicia al que pueden acceder los habi-
tantes de un país. La utilización de esta herra-
mienta permite documentar la evolución de esta 
dimensión de la justicia a lo largo del tiempo.

Un ejemplo de lo anterior es el Justice Index 
orientado a medir el acceso a la justicia en los 
Estados Unidos.3 Este instrumento se cons-
truye con base en indicadores relativos a la auto 
representación (self-representation), acceso en 
términos de lengua, así como acceso por disca-
pacidad. De igual forma, incorpora información 
acerca de la disponibilidad de abogados para 
la defensa. Como se observa en la gráfica 1, 

Descripción del tipo de problema Respuesta
Amenazas o violencia física de una pareja actual, ex pareja u 
otro miembro del hogar Sí/No

Desacuerdo sobre el contenido de un testamento o la división de 
bienes después de la muerte de un miembro de la familia Sí/No

Fuente: 2019 General Population Poll – World Justice Project Survey (traducción propia).

Tabla 2. Ejemplo de reactivos del módulo sobre acceso a la justicia 
del World Justice Project Survey (continuación)

3 Este índice es desarrollado por el National Center for Access to Justice (NCAJ), una organización sin fines de lucro que 
ha llevado a cabo, hasta ahora, el cálculo de este instrumento en dos ocasiones (2014 y 2016). Para mayor información se 
sugiere ver: NACJ (2020). “About the Justice Index”. Disponible en: https://bit.ly/2WQuVDR

Gráfica 1. Acceso para personas con discapacidad (valores en escala de 0-100 puntos) 
por estado (Estados Unidos)

Fuente: National Center for Access to Justice (2016). 
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cada uno de estos rubros se califican en función 
de los criterios establecidos para este fin, por 
tanto, eso facilita la comparación entre —en este 
caso— los distintos estados del país. Esta carac-
terística es relevante por dos aspectos en parti-
cular. El primero, que facilita la identificación 
de aquellos estados que presentan mayor nivel 
de rezago en este rubro. El segundo que, en caso 
de que se implementen medidas específicas para 
incrementar el acceso a la justicia, este instru-
mento permite observar, en el tiempo, si estas 
tuvieron algún efecto para, posteriormente, con 
metodologías más precisas, indagar en casos 
particulares.

Como en el caso de otras dimensiones de la 
justicia sobre las cuales se ha discutido en este 
documento, la información requerida para 
el cálculo de índices como este depende de la 
capacidad de las organizaciones para recolectar 
sistemáticamente datos a través de encuestas, 
así como garantizar que existan recursos para 

su análisis. En este sentido, como en cualquier 
otro proceso de esta naturaleza, es necesario 
considerar las ventajas y desventajas de utilizar 
herramientas como la encuesta u otros meca-
nismos de recolección de datos.4

b) Eficiencia: La valoración de la eficiencia de 
un sistema de justicia, generalmente, está rela-
cionada con el desarrollo de indicadores que 
monitoreen los procesos que tienen lugar. El 
propósito de estos es “rastrear el volumen de 
casos atendidos por el sistema, la velocidad 
de toma de decisiones/duración de los proce-
dimientos y la naturaleza de decisiones que 
finalmente se alcanzan” (Transparencia Inter-
nacional, 2008: 2). Dentro de estos indicadores, 
por ejemplo, es posible encontrar aquéllos rela-
tivos al número de casos recibidos y proce-
sados (IFCE, 2018), mientras otros indicadores 
se centran en la duración de los juicios (ver 
gráfica 2).

4 Sobre este tema en particular se recomienda referirse a la guía desarrollada por el Banco Mundial en la cual se exponen 
de forma sucinta algunas de las consideraciones metodológicas que tienen instrumentos como las encuestas, los sondeos, 
los grupos de enfoque, entre otros. Ver: The World Bank (2014). Monitoring and Evaluation: Some Tools, Methods and Approa-
ches. Disponible en: https://bit.ly/3dwnGap

Gráfica 2. Tiempo promedio necesario para resolver casos civiles 
y comerciales, tribunales de primera instancia (días)

Fuente: Jin y Amaral-García (2019:7) con datos de la Comisión Europea para la Eficiencia de la Justicia.
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Como se señaló, la relación entre la eficiencia 
judicial y el desarrollo económico permite que 
los usuarios del sistema de justicia también 
provean información para medir esta variable, 
por ejemplo, a partir de encuestas sobre su 
percepción del sistema en términos de pron-

titud de respuesta y costos (Staats et al., 2005). 
No obstante, estas medidas no están exentas de 
cuestionamientos sobre sus limitaciones para, 
efectivamente, reflejar el nivel de eficiencia de 
las instituciones judiciales. Al respecto, Fala-
vigna et al. (2019:426) señalan:
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Por un lado, el número de casos completados 
por un tribunal es una estimación de la produc-
ción y, sin considerar las entradas necesarias 
para producir esa salida, no podemos identi-
ficar ese indicador como una medida adecuada 
de eficiencia […] Por otro lado, los puntajes 
de eficiencia técnica son ampliamente recono-
cidos como una buena medida de la estima-
ción de la productividad y pueden considerar 
ambos los recursos necesarios para producir 
ese producto (por ejemplo, jueces y personal) y 
variables ambientales (por ejemplo, demanda 
de justicia). Finalmente, el tiempo necesario 
para resolver un caso está más estrictamente 
relacionado con el resultado de esta actividad 
gubernamental, es decir, el suministro de 
justicia. Por lo tanto, si la justicia es un resul-
tado, entonces la justicia denegada solo puede 
considerarse un resultado negativo, es decir, 
una externalidad negativa producida por la 
ineficiencia del gobierno en la producción del 
producto esperado (es decir, casos resueltos).

A pesar de esto, la mejora en la atención y proce-
samiento de los casos que llegan a los tribunales 
es una medida recurrente para incrementar la 
eficiencia. Un ejemplo de lo anterior es el caso del 
proyecto de mejora de la eficiencia implemen-
tado por el gobierno de Bosnia y Herzegovina 
en donde se implementaron distintas acciones 
(i.e. impulsar una atención más expedita de los 
casos, mejorar la administración de los juzgados, 
así como promover mecanismos de mediación y 
conciliación) (High Judicial and Prosecutorial 
Council of Bosnia and Herzegovina, 2005). 

c) Calidad: A diferencia del rubro de eficiencia, 
la calidad tiene mayor asociación con la percep-
ción de los participantes. Por este motivo, la 
medición de esta variable ha recaído, predo-
minantemente, en la realización de encuestas 
a los usuarios dirigidas a conocer sus niveles 
de satisfacción, así como con herramientas de 
control de la calidad (ver figura 3). 

Aunado a lo anterior, es decir, independiente-
mente de lo que los modelos de gestión de la 
calidad pueden ofrecer al ámbito judicial, es 

importante distinguir entre la medición de la 
calidad de los procesos y la de las decisiones. 
En este sentido, lo relativo a la calidad de los 
procesos tiene gran relación con otra dimensión 
de la justicia ya abordada: la eficiencia; mientras 
el tema de la decisión está más bien vinculado 
con la legitimidad. Al respecto, la Comisión 
Europea para la Eficiencia de la Justicia (CEPEJ, 
por sus siglas en inglés), generó un marco 
metodológico para medir este aspecto, basado 
en el cumplimiento de una serie de criterios 
(ver tabla 3).

En lo concerniente a la realización de encuestas 
para medir la satisfacción de los usuarios, 
estas pueden realizarse bajo distintas moda-
lidades, por ejemplo, a usuarios que asisten a 
los juzgados, a partir de cuestionarios enviados 
vía postal o electrónica, encuestas telefónicas o 
mediante entrevistas en los juzgados o a domi-
cilio (CEPEJ, 2010). La selección de estas moda-
lidades dependerá, por una parte, del propósito 
que tenga la recolección de esta información y, 
por otra, de los recursos disponibles para su 
recolección.

Figura 3. Herramientas para la medición de 
la calidad en el sistema judicial

Fuente: Elaboración propia con base en 
European Commission (2017: 6).
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Tabla 3. Checklist para promover la calidad de la justicia

Pilar de calidad Checklist Sí No Observaciones

Rectitud
¿Existe una garantía a nivel constitucional (o al más alto nivel 
de la jerarquía de normas) para proteger la independencia del 
poder judicial frente a los poderes ejecutivo y legislativo?

Publicidad y transparencia
¿La administración de la corte da amplia publicidad a la misión 
/ visión y estrategia entre las partes interesadas, jueces y 
fiscales y el personal de la corte?

Publicidad y transparencia ¿Mantiene la administración de la corte un contacto sistemá-
tico con las partes interesadas internas y externas?

Rectitud
¿Se toman medidas para garantizar la adecuación entre las 
funciones de los jueces y los archivos que se les confían 
(períodos de capacitación, especialización, reagrupación de 
casos, “archivos de prueba”, etc.)?

Rectitud
Publicidad y transparencia

¿Se toman medidas para garantizar la transparencia en la asig-
nación de archivos a los jueces (es decir, criterios objetivos 
iniciales y públicos)?

Períodos de tiempo 
razonables

¿Están definidos los estándares o normas sobre la duración 
aceptable de los procedimientos judiciales?

Publicidad y transparencia
Asistencia legal

¿Existe una lista actualizada de expertos de la corte, intér-
pretes que puedan ser consultados?

Publicidad y transparencia
Asistencia legal

¿Existe un sistema de control de calidad para expertos e intér-
pretes judiciales?

Publicidad y transparencia
Períodos de tiempo 
razonables

¿La duración de los procedimientos se registra y publica siste-
máticamente?

Fuente: CEPEJ (2016) (traducción propia).
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Tabla 3. Checklist para promover la calidad de la justicia (continuación)

Pilar de calidad Checklist Sí No Observaciones

Comprensibilidad
Publicidad y transparencia
Asistencia legal

¿Las leyes se publican de tal manera que sean fácilmente 
accesibles?

Comprensibilidad
Publicidad y transparencia
Asistencia legal

¿Se puede acceder a las sentencias y decisiones judiciales en 
los sitios web de la corte?

Comprensibilidad
Publicidad y transparencia
Asistencia legal

¿Tiene el tribunal un mostrador de información para los visi-
tantes?

Asistencia legal
Apoyo legal

¿Los litigantes sin los medios financieros necesarios tienen 
derecho a consultas legales gratuitas o consultas a un precio 
reducido para ser informados sobre sus derechos y obliga-
ciones (civiles)? En caso afirmativo, ¿es este el caso en todas 
las áreas de la ley?

Publicidad y transparencia
Asistencia legal ¿Son transparentes los costos / tarifas de un procedimiento?

Fuente: CEPEJ (2016) (traducción propia).
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d) Legitimidad: Como se señaló en el apar-
tado anterior, la dimensión de la legitimidad 
lleva implícita la adopción de mecanismos 
para promover que la ciudadanía internalice 
las normas creadas para la convivencia social, 
las asuma como válidas y, en consecuencia, 
actúe conforme a ellas. Dada la complejidad 
de un concepto como la legitimidad, más allá 
del propio contexto del ámbito de la justicia, 
es interesante identificar algunos ejemplos de 
cómo, metodológicamente, se han hecho apro-
ximaciones para medir este rubro.

En este sentido, algunas experiencias a nivel 
internacional han utilizado, como se ha discu-
tido en otros rubros, encuestas para medir el 
nivel de legitimidad de diversas instituciones, 
por ejemplo, la policía y los jueces (Jackson, 
2018). Por tanto, en este tema en particular, 
cobra relevancia la percepción de la ciudadanía. 
El trabajo de Levi et al. (2009) es pertinente en 
lo que concierne a la justicia procedural. La 
contribución de estos autores es precisamente 
la operacionalización de la variable de legiti-
midad.5 Esto facilita la recolección de infor-
mación a partir de criterios específicos que 
permitan observar este rubro. Como señalan 
estos autores:

Cuando los gobiernos ejercen su autoridad 
a través de procedimientos que las personas 
perciben como justos, es más probable que 
sean vistos como legítimos y merecedores 
de deferencia (Tyler, 2001a). Este sentido 
de justicia se basa en la creencia de que los 
funcionarios del gobierno siguen un conjunto 
de procedimientos justos y que lo hacen de 
manera predecible y confiable. Cuando los 
gobiernos aplican las leyes de manera desigual 
o se dirigen a ciertos grupos, es probable que 
aumente la desobediencia (Levi, 1997; Tyler, 
1990) (Levi et al., 2009: 359-360).

Considerando esta operacionalización de la 
legitimidad en cuanto a la justicia, es posible 
facilitar la recolección de información a partir 
de encuestas y entrevistas tomando como guía 
el conocimiento común que se tiene sobre 
esta variable.

Un ejercicio interesante al respecto es el reali-
zado por Johnson et al. (2014) en Trinidad y 
Tobago. Dicho estudió contempló el desarrollo 
de una encuesta para obtener la percepción de 
los ciudadanos respecto de un proyecto de un 
modelo policial con un enfoque comunitario. El 
instrumento incorporó reactivos que cuestio-
naban sobre temas como:

la cohesión de la comunidad, el miedo al 
crimen y la victimización, el crimen percibido 
y los problemas del vecindario, y las acti-
tudes hacia la policía y la ley (Johnson et al., 
2014: 959).

Asimismo, este caso es interesante dado 
que complementó el uso de la encuesta con 
el desarrollo de grupos de enfoque, herra-
mienta que permite profundizar en aquellos 
temas que se consideran relevantes. Otra 
metodología que destaca en materia de legi-
timidad de la justicia es la propuesta por von 
Haldenwang (2016) quien enfatiza la impor-
tancia de que esta medición tome en cuenta, 
tanto a quienes diseñan e implementan las 
normas (legisladores y gobierno), como a 
quienes las cumplen (ciudadanos). Con base 
en esto, este autor propone una medición de 
la legitimidad basado en cuatro dimensiones 
(ver tabla 4).

5 Sobre el tema de la operacionalización de variables se recomienda referirse al trabajo de Villavicencio-Caparó et al. 
(2019).
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Énfasis en…
Legitimidad exitosa como…

Orientación hacia 
el interés común 
(legisladores)

Guía de comportamiento
de los gobernados

Actores individuales y
colectivos (gobernados)

Actitudes y opiniones (e.g. 
confianza en líderes, satis-
facción con el régimen)

Comportamiento (e. g. compor-
tamiento electoral, actividades 
de protesta, movilizaciones)

Gobierno
Desempeño (e. g. entrega 
de servicios públicos, regu-
lación efectiva)

Demanda (e.g. acceso a la 
ley, procesos políticos, dere-
chos civiles, servicios sociales, 
símbolos)

Fuente: von Haldenwang (2016: 9) (traducción propia).

Tabla 4. Dimensiones de medición de la legitimidad

La tabla anterior, por tanto, permite identi-
ficar que la valoración de la legitimidad puede 
adoptar perspectivas distintas en función del 
actor sobre el cual se centre la atención. En la 
propuesta de von Haldenwang (2016), las acti-
tudes y opiniones, por ejemplo, pueden reco-
gerse a partir de una encuesta, mientras que el 
desempeño y la demanda pueden monitorearse 
a partir de indicadores.

Existen algunas otras aproximaciones que tras-
cienden el tema de la medición de percepciones 
sobre la legitimidad (McCullough, 2015). Al 
respecto, destaca el trabajo de Gilley (2006a) en 
donde se conceptualiza la legitimidad política 
y se reconoce su rol como elemento importante 

de la legitimidad de un estado. Adicional-
mente, este mismo autor (2006b) llevó a cabo un 
análisis empírico centrado en la medición de la 
legitimidad del Estado a través de un estudio 
comparado entre 72 países (basado en encuestas 
e información documental). Los resultados de 
dicho estudio derivaron en la identificación 
de tres variables (buena gobernanza, derechos 
democráticos y ganancia de bienestar) como 
aquéllas que son más plausibles para explicar la 
legitimidad de un Estado. 

Finalmente, estos instrumentos de evaluación 
deben considerarse a partir del propósito que 
tenga la recolección de información y su utilidad 
prevista para la toma de decisiones.

En el contexto del paquete de reformas al 
Poder Judicial presentado en febrero pasado, 
cobra relevancia insertar, dentro de esta discu-
sión, los mecanismos que pueden contem-
plarse para evaluar distintas dimensiones de 
las acciones que se propone implementar en 
el marco del sistema judicial. Este no es un 
asunto menor dado que se requiere evidencia 
que permite evidenciar por qué estas modifica-
ciones resultan más pertinentes que mantener 
el diseño actual. Esto es particularmente impor-
tante dada la experiencia del Sistema de Justicia 
Penal (SJP), a partir del cual se desarrolló un 
Modelo de Evaluación de la Consolidación del 

SJP, por lo que vale la pena también reflexionar 
sobre a qué elementos de dicho sistema podría 
darse continuidad (SEGOB, 2018).

En este sentido, dentro del paquete de reformas, 
se contemplan cambios importantes dirigidos a 
“trazar el camino hacia una mejor justicia, con 
pleno respeto a la división de poderes y a la 
independencia judicial” (SCJN, 2020: 3). Estas 
propuestas de reforma incorporan diversos 
ejes de acción que aluden a dimensiones de 
la justicia abordadas en este documento tales 
como el acceso, la calidad, la eficiencia y la legi-
timidad (ver tabla 5). 

3. LECCIONES PARA EL CASO MEXICANO
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Como puede observarse, varios de estos ejes 
se refieren a las dimensiones mencionadas en 
este documento. Un ejemplo claro es el tema 
de la capacitación y profesionalización del 
personal, un aspecto estrechamente relacio-
nado con la legitimidad de las instituciones 
judiciales. Al respecto, cabe destacar el tema 
de la evaluación del desempeño en el marco 
de la carrera judicial previsto en el proyecto de 
la Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial de la 
Federación, no obstante, fuera de este elemento 
que es muy específico del tema de la profesio-
nalización, hay pocas alusiones a la evalua-
ción del resto de las acciones propuestas. 
Otro ejemplo es el fortalecimiento del Insti-
tuto Federal de Defensoría Pública dirigido 
a ampliar el acceso a la justicia. En ambos 
casos, es conveniente identificar, desde antes 

de la aprobación de este paquete de reformas, 
los instrumentos de evaluación que acompa-
ñarían estas acciones.

Así, a partir de lo discutido sobre la evalua-
ción de distintas dimensiones de la justicia, es 
posible hacer algunas reflexiones sobre este 
tema a la luz de esta potencial reforma al Poder 
Judicial de la Federación:

1. Debido a que esta propuesta contempla, 
tanto reformas a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos como a 
leyes secundarias, es importante identificar 
el alcance que tendrá la evaluación de esta 
reforma en su conjunto, es decir, sobre qué 
dimensiones de la reforma se centrará su 
evaluación.

Tabla 5. Ejes principales de la reforma al Poder Judicial

No. Eje

1 Consolidación de una verdadera carrera judicial para todas las categorías, a las que se 
acceda por concurso de oposición.

2 Limitación a la discrecionalidad de los nombramientos otorgados por jueces y magistrados, 
para garantizar que solo se otorguen a los vencedores en los concursos.

3
Establecimiento de políticas que orienten las determinaciones del Consejo de la Judicatura 
Federal en materia de adscripciones, readscripciones, reincorporaciones y ratificación de 
juzgadores.

4 Reforzamiento de las facultades institucionales de combate a la corrupción y al nepotismo.

5
Impulso a la capacitación y profesionalización del personal otorgándoles a la Escuela Judi-
cial un rol central en los concursos de oposición, confiriéndole también la capacitación y la 
carrera judicial de los defensores públicos.

6
Fortalecimiento del Instituto Federal de Defensoría Pública, consolidando su sistema de 
carrera y ampliando sus servicios, de manera que los defensores públicos se conviertan en 
verdaderos abogados de los pobres.

7 Apuntalar el rol de la Suprema Corte como tribunal constitucional, permitiendo que enfoque 
sus energías únicamente en los asuntos más relevantes para el orden jurídico nacional.

8
Establecimiento de Plenos Regionales, en sustitución a los plenos de circuito, como órganos 
del Poder Judicial de la Federación encargados de resolver las contradicciones de tesis en 
los circuitos sobre los que ejerzan jurisdicción, así como todos los conflictos competenciales 
que se susciten en el país entre órganos jurisdiccionales.

9
Transformación de los Tribunales Unitarios de Circuito en Tribunales Colegiados de Apelación, 
con una integración colegiada que asegure mejor calidad y mayor certeza en sus resolu-
ciones.

10
Modificación al sistema de jurisprudencia, para fortalecer los precedentes de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, a fin de que la doctrina constitucional que genere enmarque 
la labor del resto de los órganos jurisdiccionales del país.

Fuente: Elaboración propia con base en SCJN (2020).
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2. Dada la multiplicidad de temas que aborda 
esta propuesta de reforma es indispensable 
que, de aprobarse, cada una de las institu-
ciones encargadas de la implementación 
de estas acciones contemple los requeri-
mientos de información necesarios para, en 
su momento, evaluar dichas acciones.

3. Un punto adicional que valorar es la perti-
nencia de que, a partir de esta reforma, se 
promueva la institucionalización de meca-
nismos de evaluación diseñados específica-
mente para el Poder Judicial, considerando 
las ventajas y desventajas de que estos 

ejercicios sean realizados internamente o a 
través de una instancia fuera de esta esfera.

4. La implementación de instrumentos de 
evaluación, en cualquier contexto, demanda 
esfuerzos de generación de capacidades 
institucionales que deben considerarse 
antes de promover su institucionalización.

5. Finalmente, la relevancia de incorporar el 
tema de evaluación en materia de justicia 
radica en reflexionar detenidamente sobre 
su utilidad para mejorar los procesos y 
resultados en este ámbito.
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